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1.   Norma acusada

LEY 1378 DE 2010

(Enero 8)

Por medio de la cual se regula la cesión del IVA de licores a cargo de las licoreras departamentales en lo correspondiente al descuento del impuesto para los productores oficiales

ARTÍCULO 1o. CESIÓN DEL IVA. Manténgase la cesión del IVA de licores a cargo de las licoreras departamentales de que tratan los artículos 133 y 134 del Decreto Extraordinario 1222 de 1986.

El impuesto liquidado en ningún caso podrá ser afectado con impuestos descontables, salvo el correspondiente a los productores oficiales, que podrán descontar del componente del IVA de este impuesto, el IVA pagado en la producción de los bienes gravados, entendidos estos como licores cuya producción está monopolizada y es producida directamente por las empresas departamentales a las que se refiere el inciso 1o.

PARÁGRAFO. Los recursos que se obtengan por el descuento del IVA, serán destinados exclusivamente para la financiación de los servicios de Salud hasta tanto se logre la cobertura universal y la unificación del Plan Obligatorio de Salud en el respectivo Departamento

2.   Decisión

Declarar EXEQUIBLE, por los cargos analizados, el parágrafo del artículo 1º de la Ley 1378 de 2010, salvo la expresión “hasta tanto se logre la cobertura universal y la unificación del Plan Obligatorio de Salud en el respectivo Departamento”, que se declara INEXEQUIBLE. 

3.  Fundamentos de la decisión

La Corte reiteró los lineamientos trazados por la jurisprudencia constitucional en relación con los principios de consecutividad e identidad flexible del debate legislativo, conforme a los cuales, el proyecto de ley que cursa en el Congreso debe ser el mismo en cuanto a su materia o núcleo temático durante los cuatro debates parlamentarios, pero esa identidad no implica que los textos tengan que conservar el mismo tenor literal durante todo su trayecto en el Congreso, puesto que los mismos pueden ser objeto de supresiones, modificaciones o adiciones, también bajo la forma de artículos nuevos, facultad que confiere a las plenarias de las cámaras legislativas el artículo 160 de la Carta Política frente a las iniciativas aprobadas en primer debate por las comisiones constitucionales permanentes. Al mismo tiempo, la jurisprudencia ha precisado que la introducción de modificaciones al texto de un proyecto de ley en curso exige que (i) dichos cambios se refieran a temas discutidos en primer debate y (ii) que estos temas guarden un vínculo razonable con el tema general del proyecto. De esta forma, sólo en casos de absoluta desconexión o relación temática imposible entre el articulado inicialmente debatido y lo posteriormente aprobado, la Corte debe proceder a declarar la inexequibilidad de una disposición legal. 

En el presente caso, la Corte constató que en el debate del proyecto que culminó en la expedición de la Ley 1378 de 2010, siempre estuvo presente –desde la exposición de motivos- el tema referente a la destinación de los descuentos del IVA que se conceden a los productores oficiales de licores, que a diferencia de los descuentos a los productores privados, por disposición constitucional, están destinados preferentemente a la financiación de los servicios de salud y educación. Por ello, el hecho de que finalmente en el cuarto debate parlamentario se haya materializado en el parágrafo del artículo 1º de la Ley 187 de 2010, la destinación de los recursos por el descuento del IVA para la financiación de los servicios de salud, no hace extraño el tema. Adicionalmente, la Corte observó que el inciso primero de la norma acusada prevé que debe mantenerse la cesión del IVA de licores a cargo de las licoreras departamentales de que tratan los artículo 133 y 134 del Decreto 1222 de 1986, normas que a su vez disponen que tales recursos deben destinarse para la salud. 

Es decir, que el tema referente a la inversión del descuento siempre estuvo presente en el curso del respectivo proyecto de ley, de modo que no puede sostenerse que la introducción del parágrafo que se cuestiona, desconozca los principios de identidad flexible y consecutividad, acorde con lo previsto en los artículos 157, 160 y 161 de la Constitución. Cosa distinta ocurre respecto de la condición temporal que se establece en la parte final del parágrafo, en cuanto la destinación de los recursos que se obtengan por el descuento del IVA para la financiación de los servicios de salud, debe extenderse “hasta tanto se libre la cobertura universal y la unificación del Plan Obligatorio de Salud”, tema novedoso que nunca fue propuesto, planteado, tratado, ni mucho menos, discutido en ninguno de los cuatro debates parlamentarios de proyecto de ley en cuestión.

Por consiguiente, la Corte concluyó que el parágrafo del artículo 1º de la Ley 1378 de 2010 resulta ajustado a la Constitución, frente al cumplimiento de los principios de consecutividad y de identidad flexible, pero no la expresión normativa señalada, que debe ser excluida del ordenamiento por desconocimiento de estos principios. 

4.  Salvamentos de voto

Los magistrados Nilson Pinilla Pinilla y Luis Ernesto Vargas Silva se apartaron de la anterior decisión, toda vez que en su concepto el parágrafo del artículo 1º de la Ley 1378 de 2010, violaba de manera ostensible los principios de consecutividad e identidad flexible, de acuerdo con los previsto en los artículos 157, 160 y 161 de la Constitución y los criterios jurisprudenciales sostenidos en torno de la aplicación de los citados principios superiores.  A su juicio, examinado en detalle el curso de los debates que tuvieron lugar a lo largo del procedimiento legislativo, se verificaba que ni el texto mismo que finalmente fue aprobado como parágrafo del artículo 1º, ni tampoco el asunto sobre el cual se trata, estuvieron presentes en la versión original, en la exposición de motivos, en ninguna de las ponencias previas a la discusión del proyecto en las comisiones y plenarias, en ninguno de los tres primeros debates y votaciones y por ello la confrontación con las pautas señaladas por la jurisprudencia constitucional, permite concluir que el tema de la destinación exclusiva a la financiación de los servicios de salud de los recursos derivados del descuento ordenado en el mencionado artículo 1º es un asunto nuevo, adicional al inicialmente planteado y que su presencia dentro del cuerpo de esta norma, le da a ese mandato legal un sentido claramente diferente al que tendría en caso de no existir tal parágrafo y el que efectivamente tenía antes de proponerse y aprobarse este. Advirtieron que la referencia que se hizo en la exposición de motivos y en las ponencias se limitaba a la cita de la norma constitucional concerniente al monopolio de licores (art. 336 C.P.) y no a una propuesta formal de debatir el parágrafo cuestionado, que sólo fue aprobado en el último debate, sin haber sido nunca propuesto o debatido en las fases anteriores del proceso legislativo, como ordena el artículo 157 de la Carta. Por tales razones, el parágrafo ha debido ser declarado inexequible en su integridad. 

La decisión mayoritaria, en criterio del magistrado Vargas Silva, parte del supuesto que dentro del debate parlamentario pueden concurrir temas de transfondo, tácitos o de contexto, los cuales son inmanentes al mismo y que, en razón a su continua permanencia, solventan las exigencias propias de los principios constitucionales de consecutividad e identidad flexible. Para el caso analizado, esa temática inmanente refiere a la destinación exclusiva del IVA descontable al rubro de financiación en salud.  Esta posición es en extremo problemática, puesto que no existe ningún parámetro que permita identificar cuáles son esos temas de transfondo, habida consideración que no son explícitos y apelan, por ende, a consideraciones imposibles de verificar a partir del estudio de los documentos que dan cuenta de la deliberación.  

Además, la posición adoptada por la mayoría se opone diametralmente a lo sostenido por la jurisprudencia constitucional, en el sentido que los debates sobre cada uno de los temas deben ser expresos e identificables, pues solo así es posible comprobar la debida conformación de la voluntad democrática de las cámaras.  A partir de la posición defendida en esta sentencia por la mayoría, basta que se pueda advertir, a partir de confusas e inasibles metodologías, los temas de transfondo que pervivieron tácitamente en la discusión parlamentario, para concluir que la materia ha sido objeto de debate, en los términos del artículo 157 C.P. Esta opción lleva irremediablemente a flexibilizar los principios de identidad y consecutividad a un grado tal que conlleva su desnaturalización.  

El magistrado Vargas Silva considera que, al margen de la compatibilidad entre la adecuada y suficiente financiación del sistema de salud y fines constitucionales de primer orden, en todo caso previsiones de esa naturaleza deben ser fruto del genuino debate democrático y no de suposiciones del mismo, como erróneamente lo concluyó la mayoría.  Esto bajo el supuesto que los procedimientos para la producción del derecho legislado no son simples formalismos, sino que buscan proteger bienes centrales para la democracia constitucional, como reiteradamente lo sostiene la jurisprudencia de esta Corte: C-706/05, C-1147/03, C-551/03; C-1040/05 y las demás que tan juiciosamente citaba la ponencia original.
